
  
    CAPÍTULO 1. ASPECTOS TEÓRICOS DE LA PRUEBA DE OFICIO


    La posibilidad o no de que el Juez en el trámite de un proceso judicial, cualquiera que sea su naturaleza, pueda decretar medios de prueba, nace de la incorporación que en distintos estatutos procesales ha hecho el legislador sobre la materia. En algunos casos permitiéndolo y otros prohibiéndolo. Este poder del juez, proviene de la aplicación de sistemas procesales que han incorporado como principio fundamental del procedimiento, la dirección judicial de las actuaciones en el proceso.


    No obstante, existe una marcada influencia de los distintos sistemas procesales, dispositivo e inquisitivo, en la regulación que se ha hecho sobre el decreto de medio de prueba de manera oficiosa. Por tal motivo consideramos pertinente hacer un esbozo de los aspectos teóricos de la prueba judicial, tales como el concepto de prueba, el fin su objeto, la iniciativa probatoria y su función dentro del proceso.


    1.1. DELIMITACIÓN DEL DERECHO A PROBAR


    El derecho a probar, se puede analizar como una garantía Constitucional, así mismo como un derecho sustantivo que emerge del derecho Adjetivo al debido proceso. Así, este derecho se ejerce como un aspecto del derecho de acción y de contradicción. Son muchas las acepciones que podemos encontrar sobre la prueba en el Derecho Procesal. Para Dellepiane (2016), “se puede usar el vocablo como: medio de prueba, acción de probar o la convicción acerca de la existencia de ciertos hechos por parte del juez”.


    Más concretamente, Picó (1996), define este derecho como el “que posee el litigante consistente en la utilización de los medios probatorios necesarios para formar la convicción del órgano jurisdiccional acerca de lo discutido en el proceso”.


    Así mismo, Taruffo (1984), “define el derecho a la prueba desde su finalidad: ll derecho a la prueba puede ser definido como el derecho de las partes de influir sobre la determinación judicial de los hechos, por medio de todas las prueba relevantes, directas y contrarias de las que se dispone”.


    La prueba judicial, también se ha asimilado a lo que se conoce como debido proceso probatorio (Cfr. C.C., Sentencia C-496/15, Colom.), debido a la íntima interrelación entre el derecho al debido proceso constitucional y el derecho a la prueba. Se ha indicado incluso, que el derecho a probar está ligado igualmente al derecho fundamental que tiene que ver con la posibilidad de que el ciudadano acuda la administración de justicia.


    ¿Pero qué se debe entender como el derecho sustantivo a probar? Responder a este interrogante es una cuestión que suscita una lógica curiosidad. La posibilidad de que las partes que acuden a un proceso puedan hacer valer sus intereses o derechos haciendo uso de los medios para demostrar sus supuestos de hechos, medios exceptivos y medios de defensa ha dado lugar a una amplia creación sobre lo que se conoce por algunos autores como el derecho constitucional a la prueba judicial (cfr. Pérez, 2015).


    En nuestro medio, este derecho emerge como se indicó del derecho fundamental al debido proceso, e incluye la posibilidad de que el interesado pueda aportar conocimiento a través de los medios legalmente habilitados, sobre su teoría en el caso que se discute.


    Algunos autores distinguen el concepto de medio de prueba, para ser más preciso entre lo que es procesal y lo que no pertenece al proceso. Este término se puede usar de dos formas, la primera como medio de prueba, y se refiere a los instrumentos regulados por la ley como el testimonio, los documentos, etc. Y también se usa como fuente de prueba, que son los objetos o personas que el juez valora para sus decisiones (cfr. Echandía D. 1981, Vol. p 1: 271-272).


    En la Constitución política de Colombia, usa expresiones genéricas, muy semejante a las España y Ecuador. Estas disposiciones superiores usan términos como «medios de prueba», «presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra» o «se alleguen sus medios de prueba e interrogar a testigos», que la doctrina encuentra que son asimilables a la expresión “derecho a la prueba”.


    En la Constitución Política de Colombia de 1991, no se establece expresamente ni de manera determinado el derecho a probar; sin embargo, éste se desprende de diversas garantías constitucionales como los son: el de «presentar pruebas» y «controvertir las que se alleguen en su contra», establecidas en la redacción del derecho fundamental al debido proceso (ver C.P., 1991, art. 29, Colom).


    1.1.1. Objeto de la prueba judicial


    El fin de la prueba dentro de toda clase de proceso, no ha tenido posición unánime dentro de la doctrina jurídica. Sin embargo, lo que se prueba son los hechos (Ver López, M. 2008, citado por Meza, H. 2017 p. 39), tal y como lo indica el C.G.P. y atendiendo una noción amplia de los mismos, se alude a conductas humanas, sucesos naturales y cualquier aspecto de la realidad (cfr. Ley 1564 de 2012, Art. 170, Colom.).


    Así puede entenderse que el objeto fundamental de la prueba es probar los hechos invocados en el proceso. Sin embargo, una posición contraria es sostenida por Peña y Ferrer (2011), quienes han sostenido que “no son los hechos el objeto de la prueba sino son los enunciados de las partes, en torno a los supuestos de hecho que sirven de fundamento de su intervención en el proceso”.


    En nuestro concepto, la posición correcta se habla de hechos como objeto de prueba, este concepto es amplio en la medida en que incluye no solo los asunto importantes de la Litis si no también lo que las partes plantean, en sus intervenciones para fundar sus accionar en el proceso.


    1.1.2. Normas que rigen la carga de la prueba


    En Colombia existen unas reglas sobre las cargas probatorias de las partes que deben cumplir. Es así como en algunos casos la ley le ha impuesto aportar, solicitar o probar los hechos que alega, así como en otros casos se sustrae al interesado de probar algunos supuestos de hechos invocados en sus pretensiones.


    Estas normas que imponen la carga de la prueba y la distribuyen o equilibran, tienen mucho que ver con la facultad de intervención judicial en el decreto de las mismas, ya que el derecho a la búsqueda de la verdad tienen unos límites que están fijados en las mismas reglas procesales.


    En Colombia hubo un cambio de modelo, ya que en vigencia del Código de Procedimiento Civil ya derogado, pero aplicable en algunos casos, existió lo que denominamos la carga estática de la prueba, ya que este estatuto establecía que “incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, lo que generaba como consecuencia la obligación de que la parte que alegara el hecho lo probara.


    Sin embargo, con la entrada en vigencia del C.G.P., se le ha impartido mayor dinamismo a la carga de probar, ya que se impone hacerlo a la parte que este en mejores posición, aunque favorezca a su contradictor. Lo anterior dando prevalencia al principio de búsqueda de la verdad procesal mediante la colaboración de las partes (Ver Ámbito Jurídico, 2016).


    Con la incorporación de este principio de dinamismo probatorio, se consolidad los principios de: buena fe, lealtad procesal y solidaridad.


    1.1.3. Sistemas procesales en cuanto a la actividad probatoria


    Se han conocido por lo menos dos sistemas procesales en cuanto a la intervención judicial en el decreto oficioso de prueba, el inquisitivo y dispositivo. Entendiendo el
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